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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – VEINTIOCHO (28) DE JULIO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0171 (T02-2023-00014-01 S.I.) 
ACCIONANTE: RAFAEL DAVID GONZALEZ GOMEZ 
ACCIONADO:  CAJACOPI EPS SAS 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 

proferido el 21 de junio de 2023 por el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL 

DE MALAMBO, dentro de la acción de tutela impetrada por RAFAEL DAVID GONZALEZ 

GOMEZ en contra de CAJACOPI EPS SAS, por la presunta violación de sus derechos 

fundamentales a la VIDA DIGNA, SALUD E INTEGRIDAD FISICA con fundamento en los 

siguientes: 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 
 

 

PRETENSIONES 
 

 

SIGCMA 
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DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE MALAMBO a través de auto adiado 21 de junio de 2023, ordenándose oficiar a la 
accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. Informes 
que fueron allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME CAJACOPI EPS SAS 
JOBANINA RUIZ CANTILLO en calidad de Gerente Regional Atlántico, manifestó: 
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AUTO VINCULA 
Mediante auto de fecha 20 de junio de 2023 resolvió vincular al trámite a la IPS 
domiciliaria HOSPITALIZACIÓN INTEGRAL DOMICILIARIA y la IPS SALUD 
DOMICILIARIA INTEGRAL DEL CARIBE 
 
INFORME IPS DOMICILIARIA HOSPITALIZACIÓN INTEGRAL DOMICILIARIA 
Loida Sanjuan Castiblanco, en calidad de Representante Legal, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, mediante 
providencia del 21 de junio de 2023, resolvió tutelar los derechos fundamentales 
invocados por el actor por cuanto es un persona de 85 años que requiere especial 
protección constitucional, aunado a que quedó acreditado para el a quo la necesidad de 
los servicios ordenados al accionante. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión del a quo, la accionada impugnó el fallo proferido 
manifestando: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si ¿es procedente la acción de tutela para amparar 
los derechos fundamentales invocados por RAFAEL DAVID GONZALEZ GOMEZ frente a 
la presunta vulneración por parte de la accionada CAJACOPI EPS SAS con ocasión a los 
servicios médicos que asegura no han sido autorizados por la accionada? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-2014, 
T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y en 
sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución.    
       
 
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la 
Constitucional Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no solamente, 
por guardar estrecha relación con los derechos a la vida, la integridad personal y la 
Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 2008 la Corte Constitucional le dio 
ese carácter como derecho  autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con la 
evolución de su protección en el ámbito internacional. 
 
DIGNIDAD HUMANA  El artículo 1° de la Carta, consagra que la dignidad humana justifica 
la existencia del Estado y en razón a su naturaleza de valor Superior y principio fundante, 
exige el reconocimiento a todas las personas del derecho a recibir un trato acorde a su 
naturaleza humana. En ese sentido, constituye uno de los fundamentos del ordenamiento 
jurídico, pues es un pilar determinante para el Estado Social de Derecho, la democracia 
constitucional y los derechos humanos y fundamentales en términos generales. 
 
SALUD Señalado en el Art. 49 de la Constitucional Política. La salud es un derecho 

constitucional fundamental, no solamente, por guardar estrecha relación con los derechos 

a la vida, la integridad personal y la Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 

2008 la Corte Constitucional le dio ese carácter como derecho autónomo. 
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El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con la 

evolución de su protección en el ámbito internacional. 

La jurisprudencia constitucional ha considerado que, el derecho a la salud es un elemento 

estructural de la dignidad humana que reviste la naturaleza de derecho fundamental 

autónomo e irrenunciable, cuyo contenido ha sido definido y determinado por el legislador 

estatutario y por la jurisprudencia de esta Corte. En ese sentido, el servicio público de 

salud, consagrado en la Constitución Política como derecho económico, social y cultural, 

ha sido desarrollado jurisprudencial y legislativamente, delimitando y depurando tanto el 

contenido del derecho, como su ámbito de protección ante la justicia constitucional. En 

estos términos, esta Corte al estudiar los complejos problemas que plantean los 

requerimientos de atención en salud, se ha referido a dos dimensiones de amparo, una 

como derecho y otra como servicio público a cargo del Estado. En cuanto a la salud como 

derecho fundamental, este debe ser prestado de manera oportuna, eficiente y con 

calidad, con fundamento en los principios de continuidad e integralidad; mientras que, 

respecto a la salud como servicio, se ha advertido que su prestación debe atender a los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 

EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y en 
sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución 

CASO CONCRETO 
 
En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por RAFAEL DAVID GONZALEZ GOMEZ,   presuntamente 
vulnerados  por CAJACOPI EPS SAS con ocasión de la solicitud de servicios médicos 
que asegura requiere con imperiosa necesidad y que no han sido autorizados por su eps. 
 
Por su parte la accionada segura que no vulnera los derechos fundamentales invocados 
ya que todos los servicios requeridos por el accionante han sido autorizados de manera 
oportuna, asimismo que actualmente recibe atención domiciliaria. Adjunto a su informe 
aporta las constancias de autorización de los servicios e insumos que lo requieren y los 
medicamentos que no requieren autorización. 
 
La vinculada IPS DOMICILIARIA HOSPITALIZACIÓN INTEGRAL DOMICILIARIA en su 
informe aporta la historia clínica del actor, dando cuenta demás de los servicios que le son 
prestados y de los medicamentos o insumos que no entrega por no ser dispensador.  
 
Ahora bien, el A quo en fallo de primera instancia resolvió conceder el amparo invocado 
por cuanto acredito que el accionante es una persona de la tercera edad que además 
padece varios diagnósticos que lo hacen sujeto especial de protección constitucional. 
Asimismo, constató con las historias clínicas, la necesidad de las pretensiones que 
reclama a través de la presente acción. 
 
Inconforme con la decisión adoptada, la accionada impugnó el fallo asegurando que el 
mismo debe ser evocado ya que el A quo no valoró las pruebas aportadas ya que con las 
mismas acredita que los servicio, insumos y medicamentos solicitados fueron autorizados.  
 
De conformidad con todo lo anterior y una vez revisado el expediente de tutela, observa el 
Despacho que el actor es una persona de 85 años de edad, que padece varios 
diagnósticos que lo hacen sujeto especial de protección constitucional, especialmente por 
encontrarse en estado de debilidad manifiesta. De igual manera se observa en historia 
clínica aportada al plenario el ordenamiento medico en el que se evidencia la necesidad 
de los servicios, insumos y medicamentos que requiere el actor. Asimismo, evidencia el 
Despacho que la accionada CAJACOPI EPS SAS aporta constancia de autorizaciones de 
los ordenamientos hechos por el actor y la vinculada acredita los servicios prestados de 
manera domiciliaria.   
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Ahora bien, en relación a los argumentos expuestos por la parte accionada en el escrito 
de impugnación, se evidencia que si bien acredita haber autorizado los servicios 
requeridos, no aporta prueba que acredite que fueron debidamente entregados al actor 
los insumos, medicamentos y los servicios requeridos por lo que en atención a ello resulta 
necesario confirmar el fallo proferido en primera instancia. 
 
Así las cosas, se confirmará el fallo proferido por el JUZGADO TERCERO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE MALAMBO  adiado 21 de junio de 2023 dentro de la acción de tutela 
impetrada por RAFAEL DAVID GONZALEZ GOMEZ contra CAJACOPI EPS SAS 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes el fallo de primera instancia proferido el 21 
de junio de 2023 por   el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE 
MALAMBO,  al interior  de  la  acción  de  tutela  impetrada  por  RAFAEL DAVID 
GONZALEZ GOMEZ en  contra  de  CAJACOPI EPS SAS,  de  conformidad  con  lo  
expuesto  en  la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 

Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

 
TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 
1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 

 


